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C22-31600 RV: Memorial para Juzgado 11 Administrativo Radicacion 76001-33-33-011-2021-00282-
00

Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 29/07/2022 7:42

Para: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (111 KB)
APELACION JOSE JONAS TORRES MEDIDA CAUTELAR.pdf;

DHORA STELLA RAMÍREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Ana C Reyes <acreyes1212@outlook.com>

Enviado: jueves, 28 de julio de 2022 17:01

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Jessika Astaiza
<dejuridicasas@gmail.com>; Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RE: Memorial para Juzgado 11 Administrativo Radicacion 76001-33-33-011-2021-00282-00
 
Buen dia, 

Adjunto recurso de apelacion al Auto 676 de 2022

 

 

Ana Carmenza Reyes

Abogada Especialista en Seguridad Social

Carrera 34 # 5 - 25 Oficina 7 , Edificio Panorámico

Teléfonos 57 (2) 5569847, 5571715, 3155565668.

Cali, Colombia 


De: Ana C Reyes
Enviado: jueves, 21 de julio de 2022 3:48 p. m.

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
dejuridicasas@gmail.com <dejuridicasas@gmail.com>; adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co
<adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Memorial para Juzgado 11 Administrativo Radicacion 76001-33-33-011-2021-00282-00
 
Buen dia,

Adjunto envio memorial para el proceso identificado con el numero de radicacion 76001-33-33-011-2021-
00282-00 del Juzgado 11 Administrativo de Cali.

 

 

Ana Carmenza Reyes

Abogada Especialista en Seguridad Social

Carrera 34 # 5 - 25 Oficina 7 , Edificio Panorámico

Teléfonos 57 (2) 5569847, 5571715, 3155565668.

Cali, Colombia 




Ana Carmenza Reyes 
Abogada  

Especializada en Seguridad Social 

 

Carrera 34 No. 5-25 Oficina No. 07 Piso 2 Edificio Panorámico 

Teléfono 5569847 y  Telefax 5571715 

 Cali – Colombia 

E – mail: acreyes1212@outlook.com 

 

 
Señor  
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
E. S. D 
 
 
Radicación:  76001-33-33-011-2021-00282-00 
Demandante: UGPP 
Demandado: Jose Jonas Torres Fajardo 
Acción:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Lesividad 
 
 
ANA CARMENZA REYES, mayor de edad, domiciliada en esta ciudad, identificada 
con cédula de ciudadanía No. 31.850.586 expedida en Cali (Valle), abogada en 
ejercicio, titular de la Tarjeta Profesional No. 64943 del Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando en mi calidad de apoderada judicial de la parte demandante, 
por medio del presente escrito me dirijo a Usted muy respetuosamente con el fin de 
interponer Recurso de Apelación en contra del Auto No. 676 del 25 de julio de 2022, 
de conformidad con lo establecido en el numeral 5 del artículo 243 de la Ley 1437 de 
2011, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones: 
 
El Auto No. 676 del 25 de julio de 2022, resolvió “ PRIMERO: ORDENAR la suspensión 
provisional del acto administrativo contenido en la Resolución No. 22082 del 13 de 
abril de 1993, por medio de la cual la entidad demandante reliquidó una pensión 
gracia al señor José Jonás Torres Fajardo, conforme queda expuesto en la parte 
considerativa de eta providencia...”. 
 
La decisión adoptada por el Despacho no tiene en cuenta que no se cumplen los 
presupuestos legales para ordenar la suspension provisional de la Resolución No. 
22082 de 1993, teniendo en cuenta que el presente asunto fue ya definido por el 
Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca en su Sala de Decisión No. 8 
conoció la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho adelantada por JOSE 
JONAS TORRES FAJARDO en contra de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL, 
donde se la garantizó a las partes el derecho de defensa y contradicción, arrojando 
como resultado la Sentencia No. 071 del 14 de mayo de 2004, en la cual se resolvió: 
Articulo Primero: Declarar la NULIDAD del Auto No. 111017 del 13 de agosto de 2002 
y la Resolución No. 7374 del 22 de octubre de 2002, emanados de la Subdirección de 
Prestaciones Económicas y la Oficina Jurídica de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN 
SOCIAL, respectivamente, mediante los cuales se resolvió negar al señor JOSE JONAS 
TORRES FAJARDO, la reliquidación de la pensión gracia reconocida mediante 
Resolución 4054 del 25 de mayo de 1988. Artículo Segundo: Como consecuencia de 
la anterior declaración, se ordena a la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL – 
CAJANAL- que produzca el Acto Administrativo de reliquidación de la pensión 
reconocida al señor JOSE JONAS TORRES FAJARDO, para lo cual deberá tomar en 



Ana Carmenza Reyes 
Abogada  

Especializada en Seguridad Social 

 

Carrera 34 No. 5-25 Oficina No. 07 Piso 2 Edificio Panorámico 

Teléfono 5569847 y  Telefax 5571715 

 Cali – Colombia 

E – mail: acreyes1212@outlook.com 

 

cuenta todos los factores salariales a los que hace referencia la presente providencia. 
Artículo Tercero: Se ordena a la demandada pagar la diferencia entre la pensión 
reocnocida y a la que tiene derecho el actor, desde el 29 de febrero de 1984, hasta la 
fecha en que se produzca el reconocimiento de la nueva liquidación, sumas que 
deberán ser ajustadas en los términos del artículo 178 del Código Contencioso 
Administrativo,…” 
 
Es más que claro que nos encontramos frente a una COSA JUZGADA al tratarse de un 
derecho que ya fue conocido, debatido y decidido por la Jurisdicción Administrativa. 
 
Son suficientes las anteriores consideraciones, para solicitar muy respetuosamente  
revocar la decisión adoptada en el Auto No. 676 del 25 de julio de 2022. 
   
 
 
Atentamente,  
 

 
 
ANA CARMENZA REYES 
C.C No. 31.850.586 de Cali (Valle).  
T.P No. 64943 del C.S.J.  
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RV: C22-34118 RV: RECUSACIÓN Y NULIDAD

Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali
<tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 10/08/2022 14:24

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: aarribaguateque@hotmail.com <aarribaguateque@hotmail.com>

Cordial saludo,

Remito constancia de radiación en adjunto denominado SAMAI proceso judicial.

Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación de
correspondencia. Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

EDWARD ANDRES OSPINA ZAPATA
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 10 de agosto de 2022 11:37 a. m.


mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Para: Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali
<tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-34118 RV: RECUSACIÓN Y NULIDAD
 

DHORA STELLA RAMÍREZ
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 10 de agosto de 2022 11:35

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Angela Soledad Jaramillo Mendez <ajaramimen@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Piedad Patricia Pinilla Pineda
<ppinillp@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Nidia Urbano Riascos <nurbanor@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RV: RECUSACIÓN Y NULIDAD
 

De: William Suarez Sanchez <aarribaguateque@hotmail.com>

Enviado: miércoles, 10 de agosto de 2022 11:03

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RECUSACIÓN Y NULIDAD
 



Guateque, 09 Agosto  2022 
 
 
Doctora 
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juzgado Once Administrativo  
Santiago de Cali 
 
 
 
  
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD SIMPLE 
EXPEDIENTE: 76001-33-33-011-2021-00321-00 
DEMANDANTE: WILLIAM HERNANDO SUAREZ SANCHEZ 
DEMANDADO: DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 
 
 
ASUNTO: RECUSACIÓN y NULIDAD 
 
En base de la Ley 2080 de 2021 Art. 28 Modifíquese el Art. 152 de la Ley 1437 de 
2011, el cual quedará así: 
 
Art. 152 Competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. 
Los tribunales administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos:  
 

1. De la nulidad de actos administrativos expedidos por los funcionarios de u 
organismos del orden departamental, o las personas o entidades de derecho 
privado que cumplan funciones administrativas en el mismo orden. 

 
Igualmente, de los de nulidad contra los actos administrativos proferidos por 
los funcionarios u organismos de orden municipal o municipal, relativo a 
impuestos, tasas, contribuciones y sanciones relacionadas con estos 
asuntos. 

 
De la misma manera coloco en conocimiento las actuaciones de Los Tribunales de 
Boyacá, Cundinamarca y Quindío, los cuales anexo; para que se logre la unificación 
de procedimientos con respecto a la publicidad y en este caso predomina el interés 
general, las costas entre otras; toda vez que son procesos similares. Así mismo se 
tomen las medidas de protección pertinentes para los líderes sociales no estén al 
escarnio público 
.  
Por lo anterior de recuso y solicito la nulidad de lo actuado en la que se demuestra 
posible prevaricato por acción y omisión, extralimitación de funciones entre otros. 

 

 

 

 

 

 

T.P. 1094254-T del C.C.A.P. 

 

ANEXO: 3 CUADERNOS TRIBUNALES 

 



 
-Creado por la ley 2 del 07 de enero de 1966- 

mlal 
Carrera 12. No. 20- 63. Oficina 416. Palacio de Justicia. 

sectribadmarm@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Teléfono 7445984  - Fax 7410459 

 Armenia - Quindío 

 
Radicación: 

 
63001-2333-000-2022-00050-00 

 
 LA SUSCRITA SECRETARIA DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL 

QUINDÍO, EN CUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 

110 Y 319 DEL CGP Y EL ARTÍCULO 51 DE LA LEY 2080 DE 2021 QUE 

ADICIONÓ EL ARTÍCULO 201A A LA LEY 1437 DE 2011, FIJA EN LA 

PÁGINA DE LA RAMA JUDICIAL LA SIGUIENTE LISTA: 

 

MAGISTRADO PONENTE:  DR. LUIS JAVIER ROSERO VILLOTA  
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD 
DEMANDANTE:  WILLIAM HERNANDO SUAREZ 

SANCHEZ 
DEMANDADO:  MUNICIPIO DE FILANDIA 
    

 

El escrito de Reposición presentado por el apoderado de la EDEQ, contra del 

auto del 5 de julio de 2022 mediante el cual se ordenó la vinculación de EDEQ 

al presente proceso judicial, se encuentra disponible en el link: 

 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid

=630012333000202200050006300123#:~:text=63001233300020220005000 

 

Se mantendrá en la Secretaría por el término de tres (03) días en traslado a las 

partes. En consecuencia, virtualmente fijo la presente lista conforme al artículo 

51 de la ley 2080 de 2021 que adicionó el artículo 201a a la ley 1437 de 2011, 

hoy catorce (14) de julio del año dos mil veintidós (2022) a las siete (7:00 a.m.) 

de la mañana. 

 

 

El traslado se surtirá los días: 15, 18 y 19 de julio de 2022  

 

Inhábiles: 16 y 17 de julio de 2022 

 

Para la visualización del documento al ingresar al link del proceso (SAMAI) debe 

dar click en el icono DOCUMENTOS donde aparece: 

 

 
 

 

 

mailto:sectribadmarm@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=630012333000202200050006300123#:~:text=63001233300020220005000
https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=630012333000202200050006300123#:~:text=63001233300020220005000


 
-Creado por la ley 2 del 07 de enero de 1966- 

mlal 
Carrera 12. No. 20- 63. Oficina 416. Palacio de Justicia. 

sectribadmarm@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Teléfono 7445984  - Fax 7410459 

 Armenia - Quindío 

 

 

 

Armenia, Quindío, 14 de julio de 2022  

 
 
 

 
DIOSELINA O. AVENDAÑO H. 

Secretaria 

mailto:sectribadmarm@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
Tribunal Administrativo de Boyacá 

Despacho No. 5 
Magistrada: Beatriz Teresa Galvis Bustos 

 
Tunja, quince (15) de julio de dos mil veintidós (2022). 

 

Medio de control: Nulidad Simple 

Demandante: William Hernando Suárez Sánchez 

Demandado: Concejo Municipal de Sogamoso 

Municipio de Sogamoso  

Expediente: 15001-23-33-000-2022-00090-00 

Link de consulta: https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_pr

ocesos.aspx?guid=150012333000202200090001500123  

 

Asunto a resolver  

 
Procede el Despacho a resolver sobre la procedencia y decreto de la medida cautelar 

solicitada por la parte actora.  

 
Antecedentes 

 
Demanda 

  
1. En ejercicio del medio de control de nulidad simple, el señor William Hernando 

Suárez Sánchez, solicitó la anulación del artículo 201 del Acuerdo No. 032 de 2016 

expedido por el Concejo Municipal de Sogamoso que hace referencia a la liquidación 

del impuesto de alumbrado público y su base gravable.  

 
De la solicitud de medida cautelar 

 

2. En el escrito de demanda, el señor William Hernando Suárez Sánchez1 

solicitó a título medida cautelar, la suspensión provisional de los efectos del artículo 

201 del Acuerdo No. 032 de 2016. Lo anterior, al considerar que dicho cobro mensual 

afecta de forma inminente la economía de los usuarios de energía por la manera en 

que se dispone su liquidación, sumado a que, prevé el cobro del impuesto de 

alumbrado público en la zona urbana, centros poblados y en la zona rural, lo que a 

su parecer vulnera el principio de igualdad, por cuanto en la zona rural no existen las 

luminarias, ni postes que ameriten su pago. 

 
3. Mediante auto del 10 de junio de 20222, se corrió traslado a las partes de la 

medida cautelar en los términos del artículo artículo 233 de la Ley 1437 de 2011. 

 
Del pronunciamiento de las demandadas 

 

• Concejo Municipal de Sogamoso 

 

                                                 
1 Documento 2 Pág. 10 
2 Documento 15 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=150012333000202200090001500123
https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=150012333000202200090001500123


 
Medio de control: Nulidad Simple 

Demandante: William Hernando Suárez Sánchez 

Expediente: 15001-23-33-000-2022-00090-00 
 

2 

 

4. En escrito radicado el 6 de julio de 20223, el concejo municipal se pronunció 

respecto de la cautelar solicitada, en los siguientes términos: 

 

5. Indicó que, el ejecutivo Municipal, radicó el proyecto de acuerdo “POR MEDIO 

DEL CUAL SE ADOPTA EL ESTATUTO DE RENTAS DEL MUNICIPIO DE 

SOGAMOSO Y SE ESTABLECEN OTRAS DISPOSICIONES”, el día 16 de diciembre 

de 2016, con base en estudios técnicos efectuados por profesionales especializados 

en la materia y surtidos los debates reglamentarios fue sancionado como Acuerdo 

Municipal No. 032 del 28 de diciembre de 2016.  

 
6. Adicionalmente, la Unidad Administrativa Especial de Asesoría y Defensa 

Jurídica de la Gobernación de Boyacá, conforme a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 305 Constitucional realizó un control de legalidad posterior a su expedición, 

no se encontró yerro alguno que invalidara el Acuerdo Municipal, por lo que 

consecuentemente, la solicitud del actor de decretar la medida cautelar de 

suspensión provisional, no tiene vocación de prosperar. 

 
7. Finalmente, indicó que el actor no cumple siquiera sumariamente con lo 

establecido en el artículo 321 la Ley 1437 de 2011, por lo que, no tiene cabida el 

decreto de la medida cautelar solicitad, sumado a que, el Concejo Municipal de 

Sogamoso no incurrió en extralimitación de sus funciones, al expedir el artículo 201 

del Acuerdo que nos convoca, toda vez que el marco legal colombiano faculta a la 

corporación para adoptar el Estatuto de Rentas del Municipio.  

 

• Municipio de Sogamoso 

 
8. En escrito radicado el 6 de julio de 20224, el Municipio de Sogamoso se 

pronunció respecto de la medida cautelar solicitada en los siguientes términos: 

 
9. Indicó, que la medida cautelar solicitada no surtiría la eficacia que pretende el 

accionante, lo anterior en tanto no fue debidamente sustentada como lo exige la 

norma y la jurisprudencia del Consejo de Estado.  

 
10. Adicional a ello, al expedirse el Acuerdo 032 de 2016 y en especial su artículo 

201, se realizó bajo las atribuciones que la Constitución Nacional y la ley le otorgan 

al Concejo Municipal, de tal manera que no se incurre en extralimitación de funciones, 

al regular el impuesto sobre el alumbrado público en el municipio de Sogamoso, por 

lo que, de su confrontación con las normas que se aducen vulneradas y las pruebas 

arrimadas en la demanda no se advierte transgresión evidente, ostensible o notoria 

de las mismas, por lo que solicitó denegar la suspensión provisional solicitada. 

 

Problema jurídico 

 

11. Corresponde al Despacho determinar ¿si se cumplen o no los presupuestos 

para decretar la medida cautelar solicitada por la parte actora, atendiendo a que se 

trata de la suspensión provisional del artículo que regula la liquidación del impuesto 

de alumbrado público contenido en un Acuerdo Municipal, a saber, el artículo 201 del 

Acuerdo No. 032 de 2016 expedido por el Concejo Municipal de Sogamoso? 

 
 

                                                 
3 El Documento 20 
4 Documento 22 
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Tesis del Despacho 

 
12. El Despacho negará la medida cautelar solicitada al considerar que no se 

acreditó el cumplimiento de los supuestos exigidos para la procedencia de la solicitud 

de suspensión provisional del artículo 201 del Acuerdo No. 032 de 2016, en tanto el 

demandante no demostró, con grado de certeza suficiente, que tal disposición 

contraríe las normas en que debía fundarse ni tampoco la configuración de un 

perjuicio irremediable, toda vez que de la confrontación de las normas invocadas en 

la demanda como violadas por la norma acusada y el contenido de aquella, no puede 

concluirse que efectivamente las trasgreda a efectos que se torne procedente la 

suspensión provisional del acto administrativo. 

 
Consideraciones 

 

De las medidas cautelares 

 

15. Las medidas cautelares constituyen el instrumento que garantiza la efectividad 

de la sentencia y de este modo, el derecho al acceso a la administración de justicia, 

pues impiden que, por el transcurso del tiempo, sus efectos sean nugatorios. En 

efecto, según la Corte Constitucional, constituyen instrumentos para proteger la 

integridad de un derecho que es controvertido en el juicio: 

 

“Así, constituyen una parte integrante del contenido constitucionalmente protegido 
del derecho a acceder a la justicia, no sólo porque garantiza la efectividad de las 
sentencias, sino además porque contribuye a un mayor equilibrio procesal, en la 
medida en que asegura que quien acuda a la justicia mantenga, en el desarrollo del 
proceso, un estado de cosas semejante al que existía cuando recurrió a los jueces. 
Las medidas cautelares tienen por objeto garantizar el ejercicio de un derecho 
objetivo, legal o convencionalmente reconocido, impedir que se modifique una 
situación de hecho o de derecho o asegurar los resultados de una decisión judicial 
o administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, 
situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable 
actividad o conducta maliciosa del actual o eventual obligado"5  

 
16. Las medidas cautelares, entendidas como garantía del derecho al acceso a la 

administración de justicia, tienen un carácter protector transitorio, en consideración a 

que su naturaleza es meramente temporal en tanto pueden modificarse o suprimirse 

a voluntad del acreedor o por el cumplimiento de la obligación. En efecto, se 

mantienen únicamente mientras subsistan las situaciones de hecho y de derecho que 

permitieron su decreto. 

 

De los requisitos de procedencia de la medida cautelar de suspensión 

provisional de los efectos jurídicos del acto administrativo 

 
17. El artículo 229 del CPACA reguló la procedencia de las medidas cautelares, de 

la siguiente manera: 

 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto 
admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte 
debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para 
proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la 
sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 

                                                 
5 Sentencia C-523 de 2009. Magistrada Ponente Dra. María Victoria Calle Correa 
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La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento...” 
 

18. Así mismo, el artículo 230 del CPACA, frente al contenido y alcance de las 

medidas cautelares, estableció lo siguiente: 

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas 
cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y 
deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la demanda. 
Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar una o varias de las 
siguientes medidas: 
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se 
encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere posible. 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no 
exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción 
y, en todo 
caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado Ponente indicará las 
condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte demandada para que 
pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o demolición 
de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus 
efectos. 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso obligaciones 
de hacer o no hacer. 
Parágrafo. Si la medida cautelar implica el ejercicio de una facultad que comporte 
elementos de índole discrecional, el Juez o Magistrado Ponente no podrá sustituir a 
la autoridad competente en la adopción de la decisión correspondiente, sino que 
deberá limitarse a ordenar su adopción dentro del plazo que fije para el efecto en 
atención a la urgencia o necesidad de la medida y siempre con arreglo a los límites 
y criterios establecidos para ello en el ordenamiento vigente.” 

 

19. Finalmente, el artículo 231 del CPACA, estableció los siguientes requisitos para 

decretar medidas cautelares: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 
procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la 
solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis 
del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
(…)” 

 

20. El Consejo de Estado6 frente a la interpretación de dicha norma, indicó lo 

siguiente:  

 

“En relación con el debido entendimiento de la norma en cita, en providencia de 26 
de junio de 20207, esta Sección aclaró que cuando se trata de medidas cautelares 
de suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo y se acredita 
prima facie que el acto acusado contraviene el ordenamiento jurídico superior, de 
manera implícita se satisfacen los requisitos del perjuicio por la mora periculum in 
mora, y apariencia de buen derecho fumus boni iuris; pues en un Estado Social de 
Derecho esos elementos siempre concurren cuando se trata de la efectiva 
transgresión del ordenamiento jurídico por parte de las autoridades públicas.” 

                                                 
6 Consejo de Estado. Sección Primera. Consejero ponente: Roberto Augusto Serrato Valdés. Decisión 

del 30 de agosto de 2021. Radicación No. 11001-03-24-000-2019-00228-00A. 
7 Consejo de Estado. Sección Primera. Consejero ponente: Hernando Sánchez Sánchez. Auto de 19 
de junio de 2020. Radicación No. 11001-03-24-000-2016-00295-00. 
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Caso concreto 

 

13. El señor William Hernando Suárez Sánchez solicitó se nulite el artículo 201 

del Acuerdo No. 032 de 2016 expedido por el Concejo Municipal de Sogamoso, 

invocando para tal fin, los artículos 1, 6, 13, 29, 209, 305, 338 y 363 Constitucionales, 

así como, del Decreto 410 de 1971 Código de Comercio, Ley 142 y 143 de 1994, 

Resolución 043 de 1995, Decreto 2424, Resolución 005 de 2012 CREG, Decreto 

1073 de 2015, Arts. 2.2.3.6.1.1. – 11, Ley 1819 de 2016 y Decreto 943 de 2018. 

 

14. Aunado a ello, deprecó la suspensión provisional de dicha norma hasta tanto 

se adopte la decisión de fondo en el presente asunto, invocando para tal fin, las Leyes 

142 y 143 de 1994, 689 de 2001, 1150 de 2007 y 1819 de 2016, por considerar que 

el cobro mensual dispuesto en el acto administrativo censurado, afecta de forma 

inminente la economía de los usuarios de energía del municipio de Sogamoso, 

quienes se encuentran en estado de indefensión bajo el posible abuso de la posición 

dominante, monopolio y vías de hecho por las partes contratantes y con la facturación 

generada por el acuerdo demandado. 

 
15. En los términos de los artículos 230 y siguientes del CPACA, la medida 

cautelar de suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 

procede cuando el acto acusado infringe los postulados legales invocados en la 

demanda o en la respectiva solicitud, con el fin de evitar que actos contrarios al 

ordenamiento jurídico continúen surtiendo efectos, mientras se decide de fondo su 

legalidad. 

 

16. Aunado a ello, resultará procedente la cautela siempre que se acredite que 

existe violación de las disposiciones normativas y que dicha transgresión surja del 

análisis del acto y la confrontación que de cuyo contenido se haga con las normas 

invocadas como violadas, o del estudio de las pruebas allegadas con la respectiva 

solicitud. 

 
De la confrontación normativa entre el acto administrativo demandado y las 
normas e interpretación aplicable. 
 
17. Para el Despacho, el confrontamiento que se hace de la norma no se limita a 

la norma en sentido formal señalada en la demanda, sino que se extiende a lo 

desarrollado por el órgano de cierre de esta jurisdicción frente a la misma, que 

igualmente debe ser acatada y analizada en cada caso particular, de acuerdo a los 

fundamentos fácticos y jurídicos expuestos por el demandante. 

 
18. Es sí que, al realizar el contraste previsto como requisito en el artículo 231 del 

CPACA en orden de decretar la medida cautelar, esto es, el artículo 201 del Acuerdo 

No. 032 de 2016, en comparación con el marco regulatorio de la situación jurídica 

creada a los demandados, se observa que el contexto normativo invocado como 

vulnerado y efectivamente aplicable al caso sub iudice, contemplan la regulación de 

los servicios públicos, en particular el de electricidad, así como, la facturación y 

contratación de servicios públicos y la reforma al estatuto tributario. 

 

19. Advierte el demandante que el artículo 201 del Acuerdo No. 032 de 2016 

vulnera las normas incoadas, en la medida que, el Decreto 410 de 1971 en su artículo 

774 establece la facturación con NIT, Número de factura, detalles en concordancia 

con lo previsto en la Ley 142 de 1994 respecto de la facturación de servicios públicos, 
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de otra parte, la Resolución 043 de 1995 – CREG y los Decretos 2424 de 2006 y 943 

de 2018 regulan los precios del servicio de energía, normas aplicables a la 

administración y expansión del servicio de energía o cualquier otro servicio público 

prestado por la Alcaldía Sogamoso como predial y servicios básicos. 

 
20. Encuentra el Despacho que los argumentos del demandante, se centran en 

la manera como está dispuesta la liquidación del impuesto al alumbrado público para 

la zona rural y el modo en que se realiza el cobro del mismo, que según lo considera, 

debió ser anual y no mensual, sumado a que debe eximirse de dicho pago a los 

inmuebles rurales. 

 
21. Precisa el demandante que las normas referidas, prevén el cobro del servicio 

público con desconocimiento del principio de igualdad, por cuanto fija su liquidación 

tanto en la zona urbana, centros poblados y en la zona rural, debiendo excluirse de 

dicho pago a la zona rural, cuyos inmuebles no gozan de alumbrado eléctrico, lo que 

en términos de los artículos 1, 13, 20, 23, 29, 40, 209, 305, 313, 338 y 363 de la 

Constitución Política de Colombia desborda la facultad de autonomía territorial que 

gozan los concejos municipales al establecer cobros fuera de la norma. 

 
22. Al respecto, se advierte que efectivamente el impuesto de alumbrado público 

está dirigido a la población urbana y rural del municipio de Sogamoso, si bien dicha 

circunstancia, en sentir del demandante, vulnera el derecho a la igualdad, lo cierto es 

que, no se allegó prueba alguna de que la zona rural del municipio de Sogamoso, a 

la fecha no cuente con alumbrado público y, por ende, no deba ser objeto del cobro 

de dicha prerrogativa en los términos señalados por el demandante y que además tal 

vulneración sea tan palmaria que se torne procedente la suspensión provisional 

solicitada, pues se trata de una situación fáctica que será objeto de debate probatorio. 

 
23. Adicionalmente, considera el demandante que de continuarse el cobro del 

impuesto de alumbrado público a los lotes de zona urbana por porcentajes del 1 x 

1.000 dentro del estatuto de rentas Ley 1819 de 2016 a través de pago mensual y no 

anual, afectaría la capacidad económica de la comunidad. 

 

24. Para el Despacho, el anterior argumento tampoco está llamado a prosperar, 

por cuanto no se adjuntó prueba alguna que soportara las presuntas irregularidades 

en la ejecución de la norma al disponerse el cobro del impuesto en los porcentajes 

allí indicados de manera mensual y no anual, si bien se aduce por el demandante 

que la comunidad no está en condiciones económicas de asumir el pago de manera 

mensual, lo cierto es que, no es posible determinar en esta oportunidad que 

efectivamente los habitantes del municipio no cuenten con ingresos para cubrir el 

cobro en los términos fijados, o por lo menos, no se acreditó dicha circunstancia en 

el plenario, por lo que deberá ser analizada una vez agotada la etapa probatoria. 

 
25. Finalmente, considera el demandante que al no haberse realizado el control 

de legalidad previsto en el artículo 305 Constitucional, respecto del artículo 201 del 

Acuerdo No. 032 de 2016, tal omisión torna nula la citada norma. Al respecto, advierte 

el Despacho que el artículo 305 Constitucional, prevé como función del Gobernador 

“10. Revisar los actos de los concejos municipales y de los alcaldes y, por motivos 

de inconstitucionalidad o ilegalidad, remitirlos al Tribunal competente para que decida 

sobre su validez.”, de ahí que, en el presente asunto, el Concejo Municipal de 

Sogamoso al descorrer el traslado de la medida cautelar indicó que el acuerdo fue 



 
Medio de control: Nulidad Simple 

Demandante: William Hernando Suárez Sánchez 

Expediente: 15001-23-33-000-2022-00090-00 
 

7 

 

remitido al ente gubernamental, quien, al no advertir motivo alguno para su objeción, 

se abstuvo de discutir su validez. 

 
26. Así las cosas, el mencionado argumento, esto es, que no se verificó el control 

de legalidad del acuerdo como motivo para la suspensión del mismo, tampoco está 

llamado a prosperar, por cuanto no se acreditó irregularidad alguna que debiera 

haberse puesto en conocimiento a través del control de legalidad que en esa medida 

debió realizar el Gobernador en los términos de la norma en cita, a efectos de que 

resulte procedente decretar su suspensión, bajo tal premisa. 

 
27. En este orden, considera el despacho que la determinación de los posibles 

vicios en dicho procedimiento constituye un aspecto que solo puede ser determinado 

en la sentencia que se adopte, cuando sea abordado el análisis de fondo y la 

incidencia de la presunta ausencia de control de legalidad por el Departamento de 

Boyacá al contenido del acuerdo, como lo asegura la demandante. 

 
28. Por lo anterior, el Despacho no encuentra establecido para el decreto de la 

medida cautelar solicitada que se cumplan los presupuesto del artículo 231 del 

CPACA, pues de la confrontación realizada respecto del acto administrativo cuya 

suspensión se depreca y las normas incoadas como vulneradas, no se observa una 

infracción directa que torne procedente acceder a la suspensión provisional 

solicitada, en consecuencia, se hace necesario agotar las demás etapas del proceso 

judicial, en particular, la etapa probatoria, en aras de dilucidar si efectivamente las 

premisas dispuestas para liquidación del impuesto de alumbrado público del 

municipio de Sogamoso son arbitraria. 

 

De la configuración de un perjuicio irremediable 
 

29. Indicó el demandante que de no decretarse la suspensión artículo 201 del 

Acuerdo No. 032 de 2016 se configura un perjuicio irremediable, en la medida que 

dicho cobro mensual afecta de forma inminente la economía de los usuarios de 

energía ante la facturación generada por el acuerdo demandado. 

 

30. Al respecto precisa el Despacho, que el demandante no acreditó de manera 

cierta, la manera en que al ejecutarse el cobro del impuesto de alumbrado pública en 

la forma establecida en el acuerdo demandado, afecta la economía de la comunidad 

de Sogamoso. 

 
31. Lo anterior, en tanto no se advierte que las condiciones financieras de la 

población no permiten asumir el costo del mismo, o por lo menos no se acreditó tal 

circunstancia en el plenario. 

 

32. Por lo anterior, los argumentos del demandante carecen de asidero al 

pretender que se decrete la cautelar bajo el fundamento de que, de no hacerlo 

causaría una afectación a la comunidad del Municipio de Sogamoso, toda vez que, 

no se acreditó la configuración de un perjuicio irremediable en cabeza de la población 

con el cobro del impuesto en los términos previstos en el acto acusado. 

 

33. Con fundamento en los argumentos expuestos, el Despacho considera que 

no hay lugar acceder a la suspensión provisional del artículo 201 del Acuerdo No. 

032 de 2016.   

 



 
Medio de control: Nulidad Simple 

Demandante: William Hernando Suárez Sánchez 

Expediente: 15001-23-33-000-2022-00090-00 
 

8 

 

En mérito de lo expuesto, se Resuelve:  

 

1. Negar la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 201 del 

Acuerdo No. 032 de 2016, por los argumentos expuestos en precedencia. 

 

2. Notificar este auto en los términos de la Ley 1437 de 2011. 

 

Notifíquese y cúmplase,  

 

(Firmado electrónicamente) 
BEATRIZ TERESA GALVIS BUSTOS 

Magistrada 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA  
SECCIÓN CUARTA  

SUBSECCIÓN A   
 

Bogotá, D. C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 

Expediente nº.  250002337000-2022-00125-00 
Demandante WILLIAM HERNANDO SUÁREZ 

SÁNCHEZ 
Demandado    MUNICIPIO DE LA CALERA 
Asunto NULIDAD SIMPLE – TARIFA 

ALUMBRADO PÚBLICO 
 

 

El señor WILLIAM HERNANDO SUÁREZ SÁNCHEZ actuando en nombre propio, 

en ejercicio del medio de control simple consagrado en el artículo 137 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, solicita al 

Tribunal que declare la nulidad del artículo 224 del Acuerdo 019 de 2020. 

 

La demanda fue repartida al magistrado sustanciador el 03 de marzo de 2022 (Doc. 

01) e ingresó al despacho el 10 del mismo mes y año, para proveer lo que en 

derecho corresponda. (Doc. 04). 

 

Así pues, verificado el escrito de demanda y una vez analizado los argumentos de 

la misma, el despacho advierte que se hace referencia a competencias en cabeza 

de la empresa prestadora del servicio de energía que para el caso del municipio de 

La Calera corresponde a Enel-Codensa, por tanto, en garantía del derecho 

fundamental al debido proceso (defensa y contradicción) se le vincula al trámite 

como tercero con interés directo, para que dentro del término de contestación, haga 

las manifestaciones que considere del caso. 

 

Adicionalmente, atendiendo la Ley 136 de 1994 que contempla como representante 

del municipio al respectivo alcalde, se ordenará su notificación para que ejerza la 

defensa el ente territorial y finalmente, revisado el numeral 5° del artículo 171 de la 

Ley 1437 de 2011 que dispone: “Que cuando se demande la nulidad de un acto 
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administrativo en que pueda estar interesada la comunidad, se informe a esta de la 

existencia del proceso a través del sitio web de la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo. Lo anterior, sin perjuicio de que el juez, cuando lo estime necesario, 

disponga simultáneamente la divulgación a través de otros medios de 

comunicación, teniendo en cuenta el alcance o ámbito de aplicación del acto 

demandado”, se ordenará a la Secretaría de este Tribunal que publique esta 

providencia y la demanda en el micrositio de esta Corporación, además, tanto el 

alcalde como el presidente del Concejo Municipal de La Calera deberán comunicar 

a la comunidad sobre la existencia de este proceso, para lo cual, deberán publicar 

el auto admisorio y la demanda en la respectiva página web de cada entidad. 

 

En suma, en virtud de la competencia otorgada en el inciso segundo del numeral 1° 

del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 28 de la Ley 2080 

de 2021, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección 

A,  

RESUELVE 

 

PRIMERO: Por reunir los requisitos legales, ADMITIR la demanda. En 

consecuencia, conforme a la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 

2021, concordante con la Ley 1564 de 2012 y la Ley 2213 de 2022, se ordena:   

 

a) Notifíquese personalmente al señor ALCALDE MUNICIPAL DE LA 

CALERA Y AL PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICIPAL DE LA CALERA 

o quien hagan sus veces o a quien hayan delegado la facultad de recibir 

notificaciones según las normas citadas anteriormente, para lo cual debe 

considerarse el correo electrónico: concejo@lacalera-cundinamarca.gov.co 

y notificacionjudicial@lacalera-cundinamarca.gov.co y por estado al actor. 

Para ello, téngase en cuenta el correo electrónico informado por la parte 

demandante: aarribaguateque@hotmail.com   

 

b) Vincúlese al trámite a Enel-Codensa como interesado directo. Por tanto 

notifíquese personalmente a su representante legal o quien haga sus veces 

de conformidad con el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Téngase en cuenta el correo electrónico: 

notificaciones.judiciales@enel.com 

 

mailto:concejo@lacalera-cundinamarca.gov.co
mailto:notificacionjudicial@lacalera-cundinamarca.gov.co%E2%80%8B
mailto:aarribaguateque@hotmail.com
mailto:notificaciones.judiciales@enel.com
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c) Notifíquese personalmente al señor AGENTE DEL MINISTERIO 

PÚBLICO.  Téngase en cuenta el siguiente correo 

electrónico: namartinez@procuraduria.gov.co.   

 

d) Córrase traslado de la demanda a la parte demandada, al Ministerio Público 

y a la vinculada, por el término de treinta (30) días, para los efectos previstos 

en el artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo; plazo que comenzará a correr de conformidad 

con lo previsto en el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 48 de la Ley 

2080 de 2021.    

 

e) Ordénese a Secretaría de la Sección Cuarta que en cumplimiento al numeral 

5° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, informe a la comunidad en general 

sobre la existencia de este proceso, para lo cual deberá publicar en el 

micrositio del Tribunal copia de esta providencia y de la demanda respectiva. 

 

f) Ordénese al alcalde municipal y al presidente del concejo municipal de La 

Calera que informen a la comunidad sobre la existencia de este proceso, 

para lo cual, deberán publicar el auto admisorio y la demanda en la respectiva 

página web de cada entidad. Para el efecto, se deben allegar las constancias 

del caso. 

 

g) Precísese a las partes que para la radicación de los memoriales a que haya 

lugar deberá utilizarse el buzón 

rmemorialesposec04tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co, conforme a la 

orden de la Presidencia de esta Corporación. Asimismo, para la consulta del 

expediente deberá formularse la respectiva solicitud al correo 

electrónico llopezr@cendoj.ramajudicial.gov.co   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

(Firmado electrónicamente)   
LUIS ANTONIO RODRÍGUEZ MONTAÑO   

Magistrado   
    

CONSTANCIA: La presente providencia fue firmada electrónicamente por el magistrado ponente adscrito a la 
Subsección A de la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la plataforma denominada 
SAMAI. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta de 
conformidad con el artículo 186 del Código Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.   

mailto:namartinez@procuraduria.gov.co
mailto:rmemorialesposec04tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:llopezr@cendoj.ramajudicial.gov.co
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RV: C22-19571 RV: 76001333301120220002600 ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES

Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 23/05/2022 11:38

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Orduz Trujillo Edid Paola <t_eorduz@fiduprevisora.com.co>

3 archivos adjuntos (18 MB)
Contestación Demanda.pdf; PODER ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES.pdf; ESCRITURAS.pdf;

Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al
email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Atentamente, 

JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 23 de mayo de 2022 11:26 a. m.

Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-19571 RV: 76001333301120220002600 ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES
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DHORA STELLA RAMÍREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Orduz Trujillo Edid Paola <t_eorduz@fiduprevisora.com.co>

Enviado: lunes, 23 de mayo de 2022 10:44

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: 76001333301120220002600 ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES
 
Buenos días
 
 
SEÑORES
JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI
CALI - VALLE DEL CAUCA
E.                    S.                        D.
 
 
Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicado: 76001333301120220002600
Demandante: ALCIRA ALVAREZ BENAVIDEZ
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG 
 
 
 
Actuando en calidad de apoderada judicial de la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION Y FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO de manera respetuosa allego al Despacho Contestación de Demanda dentro de proceso de la
referencia.
 
 
 
 
 
Cordialmente
 
Edid Paola Orduz Trujillo
Cel: 3507430299
Profesional IV Zona 6
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
PBX 5945111 Ext. 2019



23/5/22, 14:09 Correo: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADVkYTRhZGMxLTYwZjMtNGIwMS04NThiLTMzOGRhMThiYmM3YgAQACtDJtBciUxAkQO50TBzaNM… 4/4

Bogotá, Colombia
 

 
 
 
 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

 

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

Señores 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI 

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.S.D. 

 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 76001333301120220002600 
DEMANDANTE: ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES 
DEMANDADO: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCASECRETARIA DEEDUCACION DEPARTAMENTAL. 

 
 

ASUNTO: CONTESTACION DE LA DEMANDA 
 
 

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO, identificada con Cédula de Ciudadanía No. 53.008.202 de Bogotá, y 
portadora de la Tarjeta Profesional No. 213.648 del Consejo Superior de la Judicatura actuando calidad de 
apoderado del Ministerio de Educación Nacional, -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en 
concordancia a sustitución del poder dada por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, de conformidad a 
las atribuciones otorgadas por medio de escritura pública 522 del 28 de marzo de 2019, de la notaria treinta y 
cuatro (34) del círculo de Bogotá, D.C.,  dadas por el doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA en su facultad de 
jefe de oficina Asesora Jurídica de la entidad aquí demandada, de conformidad a la resolución 002029 del 04 
de Marzo de 2019 que reposa como anexo de la escritura anteriormente referenciada. Así mismo se acredita 
el derecho de postulación para ejercer la defensa de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., de acuerdo al  
poder de sustitución otorgado por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, de conformidad a las 
atribuciones otorgadas mediante la escritura pública 062 del 27 de diciembre de 2018, de la notaria 28 del 
círculo de Bogotá, el doctor Carlos Alberto Cristancho Freile obrando en calidad de representante legal de 
Fiduprevisora S.A por medio de la presente me permito presentar CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA para 
ambas entidades de la siguiente manera dentro del proceso de la referencia: 
 

I. PRETENSIONES 
 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones por cuanto tanto las declarativas como las de 
restablecimiento del derecho no están llamadas a prosperar en contra de mi representada, por las 
razones que se expondrán a lo largo del escrito de contestación, a saber: 
 
PRIMERA: Me OPONGO, toda vez que los actos administrativos están ajustados a derecho y no fueron 
objeto de recurso de apelación y/o reposición.  
 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

SEGUNDA: Me OPONGO, toda vez que la entidad que represento no es la encargada de expedir dichos 
actos administrativos, ya que su única función es obrar como entidad pagadora.  
 
TERCERA: Me OPONGO debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de las pretensiones declarativas, de tal suerte que, al desecharse por improcedentes, las 
pretensiones condenatorias deberán correr la misma suerte. 
 
CUARTA: Me OPONGO debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de las pretensiones declarativas, de tal suerte que, al desecharse por improcedentes, las 
pretensiones condenatorias deberán correr la misma suerte. 
 
QUINTA: Me OPONGO debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de las pretensiones declarativas, de tal suerte que, al desecharse por improcedentes, las 
pretensiones condenatorias deberán correr la misma suerte. 
 
SEXTA: Me OPONGO debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de las pretensiones declarativas, de tal suerte que, al desecharse por improcedentes, las 
pretensiones condenatorias deberán correr la misma suerte. 
 
SEPTIMA: Me OPONGO debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de las pretensiones declarativas, de tal suerte que, al desecharse por improcedentes, las 
pretensiones condenatorias deberán correr la misma suerte. 

 
OCTAVA: Me OPONGO por cuanto no existe sentencia condenatoria ni orden en sede judicial de ser así mi 

representada tiene un tiempo otorgado por la Ley. 
 
 

II. HECHOS 
 
 
PRIMERO: No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del mismo y 
otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 
 

SEGUNDO: No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no 

son expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del mismo 

y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis.  

TERCERO: No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no 

son expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del mismo 

y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis.  

CUARTO: No es un hecho es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora acerca de la 

interpretación y aplicación normativa, más no se relata una situación de modo, tiempo y lugar a la que sea 

procedente hacer referencia. 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

QUINTO: No es un hecho es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora acerca de la 

interpretación y aplicación normativa, más no se relata una situación de modo, tiempo y lugar a la que sea 

procedente hacer referencia. 

SEXTO: No es un hecho es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora acerca de la 

interpretación y aplicación normativa, más no se relata una situación de modo, tiempo y lugar a la que sea 

procedente hacer referencia. 

SEPTIMO: No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del mismo y 

otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis.  

OCTAVO: No es un hecho es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora acerca de la 

interpretación y aplicación normativa, más no se relata una situación de modo, tiempo y lugar a la que sea 

procedente hacer referencia. 

 
Derivado de lo hasta aquí expuesto, me permito oponer las siguientes:  
 
 

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
 

• FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA DE LAS ENTIDADES QUE REPRESENTO 
 
En las pretensiones de la demanda se solicita la reliquidación de la pensión de jubilación, reliquidación 
de la primera mesada pensional, y se demanda el acto administrativo que niega dicho 
reconocimiento; Es pertinente aclarar que este acto no es expedido por mi representada y esta no 
está facultada para aprobar o negar dicha prestación económica, ya que mi representada es 
únicamente el ente pagador respecto de dichas prestaciones aprobadas por el ente territorial. 
 
Según lo anterior, en caso de una posible condena, el encargado de proferir el respectivo acto 
administrativo es el Ente territorial, y mi representada encargada de cumplir dicho acto; en ese orden 
de ideas, la entidad que represento no es la llamada a reliquidar dicha pensión, teniendo en cuenta 
que el empleador directo es la secretaria de educación y el rango de escalafón docente la determina 
esta última. 
 

• INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO A FAVOR DEL DEMANDANTE  
 
Es necesario establecer y enunciar los dos regímenes prestacionales existentes para liquidar la 
pensión de jubilación, teniendo en cuenta la fecha y tipo de vinculación. Uno de ellos es el establecido 
en la ley 33 de 1985, cuyos requisitos son los siguientes: 
 

“… El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y 
llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de 
Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último 
año de servicio.” (Subrayado y negrilla fuera de texto original).  

 
Aunado a lo anterior es menester indicar que La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de 
Seguridad Social contenido en ella, a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, tal como lo expresa en su artículo 279:  
 

“ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 
presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 
al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 
partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 
Corporaciones Públicas.” 

 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o 
cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos 
pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la 
reglamentación que para el efecto se expida. 
 
Por ello, las prestaciones sociales del Magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 91 de 
1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 
Esta situación jurídica se reiteró con las Leyes 60 de 1993 y Ley 115 de 1994, que definieron el 
régimen prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados, así:  
 

 

• Ley 60 de 1993, artículo 6º:  
 
El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados que se 
incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y las nuevas 
vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas 
serán compatibles con pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. 
 El personal docente de vinculación departamental, distrital y municipal será incorporado al 
Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y se les respetará el régimen prestacional 
vigente de la respectiva entidad territorial. 

 

• Ley 115 de 1994, artículo 115: 
 
“Régimen especial de los educadores estatales. El ejercicio de la profesión docente estatal se 
regirá por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la presente Ley. El 
régimen prestacional de los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, en la 
Ley 60 de 1993 y en la presente ley (…)” 

 

• Ley 91 de 1989, artículo 15: 
 
Al respecto, la Ley 91 de 1989 señaló en su artículo 15, que el reconocimiento de las prestaciones 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

sociales de los docentes nacionales vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, se efectuará de 
acuerdo con el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial; en tanto 
que, para los docentes nacionalizados vinculados a partir del 1 de enero de 1990, se rigen por las 
normas vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, reguladas anteriormente 
por los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978 y Ley 33 de 1985. Se resalta:  

 
“ARTÍCULO 15.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 
siguientes disposiciones: 
 

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para 
efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que 
han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de 
las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, 
o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 
 

En este orden de ideas, el Decreto 3135 de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la seguridad 
social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de los empleados 
públicos y trabajadores oficiales”, y que cobijó a algunos servidores de los entes territoriales, 
preceptuó:   
 

“ARTÍCULO 27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador oficial que sirva 
veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años si es varón, o 50 si es 
mujer, tendrá derecho a que por la respectiva entidad de previsión se le pague una pensión 
mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados 
durante el último año de servicio”. 

 
No obstante, con la aparición de la Ley 33 de 1985, las disposiciones del artículo 27 de decreto 3135 
de 1968 y aún las del literal b) del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, fueron derogadas, siendo aplicable 
actualmente a los empleados oficiales de todos los órdenes, lo previsto en el artículo 1º y 25 de la 
Ley 33 de 1985, frente a la pensión ordinaria de jubilación. 
 
De otra parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, “Por la cual se aprueba el Plan Nacional de 
Desarrollo 2003 – 2006, hacia un Estado comunitario”, dispuso: 

 
“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley (…)” 

 
Siendo, así las cosas, ha sido aceptado que el régimen prestacional de los docentes vinculados al 
servicio público educativo oficial, es el establecido para el magisterio en las disposiciones vigentes 
con anterioridad a la expedición de la Ley 812, es decir, al 27 de junio de 2003.   



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

 
De lo anterior resulta que el régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, es el aplicado a todos los empleados públicos regidos por la Ley 33 de 1985, en los 
términos del artículo 1º:  
 

“El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue 
a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión 
se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por 
ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año 
de servicio (…)” 

 
En consecuencia, a los docentes nacionales, se les debe liquidar su pensión con el 75% de los factores 
que hayan servido de base para calcular los aportes durante al último año de servicio. 
 
Ahora bien, en lo que respecta a los factores salariales que deben constituir el ingreso base de 
liquidación pensional, el artículo 3º de la Ley 33 de 1985, expresa:  

 
“ARTÍCULO 3º. Modificado por la Ley 62 de 1985. "Todos los empleados oficiales de una 
entidad afiliada a cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las 
normas de dicha Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente como 
funcionamiento o como inversión." 

 
Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes proporcionales a 
la remuneración del empleado oficial estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate 
de empleados del orden nacional: asignación básica; gastos de representación; prima técnica; 
dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o 
realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán 
sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes. 
 
Se evidencia entonces que los factores solicitados por el accionante, no se encuentran enunciados 
taxativamente dentro de los factores descritos en la norma, por ende, no debe ser tenido en cuenta a 
la hora de liquidar las pensiones de los docentes y en este caso, reliquidar la pensión de la demanda. 
 

• Posteriormente, la Ley 62 de 1985 dispuso en su inciso segundo del Artículo 1º, que: 
 

"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes 
factores cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de 
representación; primas de antigüedad, técnica ascensorial y de capacitación; dominicales y 
feriados; horas extras; bonificación por servicios Prestados; y trabajo suplementario o 
realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. En todo caso, las pensiones 
de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores 
que hayan servido de base para calcular los aportes. (…).” 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

Frente a lo señalado por las normas trascritas, la interpretación que se dio a través de la 
jurisprudencia del 4 de agosto de 2010 emitida por la Sección Segunda del Honorable Consejo de 
Estado1, concluyó que la base de liquidación debía incluir todos los factores salariales que emerjan 
de las prestaciones devengadas por la parte actora, interpretación que fue desestimada en la 
sentencia del 28 de agosto de 2018 y en la reciente interpretación realizada por el honorable consejo 
de estado en su sentencia de unificación del 25 de abril de 2019. 
 
Es necesario manifestar que La Sentencia de Unificación de 28 de agosto de 2018 de la Sala Plena de 
lo Contencioso Administrativo fijó la regla y las subreglas sobre el Ingreso Base de Liquidación en el 
régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. En la misma sentencia la Sala Plena 
precisó que la regla establecida en esa providencia, así como la primera subregla, “no cobija a los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues fueron 
exceptuados del Sistema Integral de Seguridad Social por virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993 
Y su régimen pensional está previsto en la Ley 91 de 19892. Por esta razón, estos servidores no están 
cobijados por el régimen de transición”.  
 
No obstante, la anterior interpretación fue modificada por medio del reciente pronunciamiento 
jurisprudencial contenido en la sentencia de unificación del 25 de abril de 2019, donde el consejo de 
estado encuentra la necesidad de sentar una interpretación respecto a los factores salariales que 
deben ser tenidos en cuenta a la hora de la liquidación de la pensión de jubilación, manifestado así 
lo siguiente:  
 

“El régimen pensional para los servidores públicos del orden nacional a la entrada en vigencia 
de la Ley 91 de 1989, era el previsto en la Ley 33 de 1985. Por lo tanto, el régimen aplicable a 
los docentes vinculados a Partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y para 
aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, por remisión de la misma Ley 91 de 
1989, es el previsto en la citada Ley 33 de 1985. 
 
De acuerdo con el artículo 1º de la Ley 33 de 1985: “El empleado oficial que sirva o haya 
servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) 
tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual 
vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que 
sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio”.  

 
El literal B del numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 no fijó condiciones ni requisitos 
especiales para el goce de la pensión de jubilación docente. La misma norma dispuso que los 
docentes tienen derecho a una pensión de jubilación, cuando cumplan los requisitos de ley, 
equivalente al 75% sobre el salario mensual promedio del último año de servicio docente. Los 

                                                            
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda; C.P: Victor Hernando Alvarado 
Ardila; Rad: 25000-23-25-000-2006-07509-01(0112-09); Actor: Luis Mario Velandia, fecha del 4 de agosto del 
2010.  
2

 Ley 100 de 1993. “Artículo 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica 

[…] a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo 

serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos 

pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida […]”. 
 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

requisitos de ley en cuanto a edad y tiempo de servicios son los señalados en el artículo 1º de la Ley 
33 de 1985. 
Las pensiones de los docentes se liquidan de acuerdo con las reglas previstas en el artículo 3º de la 
Ley 33 de 1985, modificado por el artículo 1º de la Ley 62 de 1985.  
 
El artículo 1º de la Ley 62 de 1985, establece: i) la obligación de pagar los aportes; ii) los factores que 
conforman la base de liquidación de los aportes proporcionales a la remuneración del empleado del 
orden nacional  que son : asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios 
prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio 
y; iii) la base de liquidación de la pensión, que en todo caso corresponderá a “los mismos factores que 
hayan servido de base para calcular los aportes” . 
 
En criterio de la Sala, los factores que hacen parte de la base de liquidación y sobre los cuales se deben 
hacer los aportes en el régimen general de pensiones de la Ley 33 de 1985, son únicamente los señalados 
de manera expresa en el mencionado artículo 1º de la Ley 62 de 1985.  Luego entonces, los factores que 
deben incluirse en la base de la liquidación de la pensión de jubilación de los docentes bajo el régimen 
general de la Ley 33 de 1985 son: asignación básica, gastos de representación; Primas de antigüedad, 
técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios 
prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio3. 
(Negrilla fuera de texto original).  
 
De la anterior interpretación se puede colegir sin error a equivocación que como se ha reiterado por 
la entidad en diferentes oportunidades, los únicos factores que se deben tener en cuenta para la 
liquidación de la pensión de jubilación son aquellos con los cuales se realizaron aportes al sistema 
pensional y no sobre los devengados durante el último año por el docente, aunado a lo anterior si 
fuere el caso se deben tener en cuenta únicamente los factores salariales contemplado en la Ley 62 
de 1989 en su artículo primero. En conclusión, no se debe liquidar la pensión de jubilación con los 
factores que no estén taxativamente mencionados en la norma por ello no se debe reliquidar la 
prestación de la demandante. 
 
Por otro lado, ha de tenerse presente, que si bien la prima de antigüedad se halla enlistada en el 
artículo 1º de la Ley 162 de 1985, dicho factor no puede ser incluido en la base de liquidación 
pensional del accionante, en concordancia con la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, 
aplicada por el Honorable Tribunal Administrativo del Cesar,  vertida, entro otras, en la sentencia del 
20 de septiembre de 2018,  con Radicado 2014-00466-0, dentro del Proceso de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho de DIOSELINA MERCEDES DIAZ vs NACION-MEN-FOMAG, donde se 
sentenció: “las pensiones de los empleados públicos deben ser liquidadas únicamente con los factores 
salariales creados por el Gobierno Nacional, pues los emolumentos creados por la Entidades 
Territoriales, luego de la expedición del Acto Legislativo 1 de 1968, no tienen incidencia prestacional”  
 
Por lo analizado, las interpretaciones sentadas por el Consejo de Estado, y aplicadas por los Tribunales 
Administrativos, se ajusta a los principios rectores del sistema general de pensiones, en cuanto la 

                                                            
3 Consejo de Estado, Sección Segunda Sala de lo Contencioso Administrativo; C.P: César Palomino Cortés. 
Expediente: Sentencia SUJ-014 -CE-S2 -2019. del 25 de abril del 2019.  



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

sostenibilidad financiera del sistema se ve respaldada y de algún modo se crea seguridad jurídica para 
la población que tiene la expectativa de adquirir su derecho pensional. 
 
 

• LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 
 
El acto administrativo acusado, se profirió en estricto cumplimiento de las normas legales vigentes 
ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre vicio de nulidad alguna, toda vez que el 
acto administrativo acusado de ninguna manera ha perdido su presunción de legalidad, ya que la 
demanda carece de fundamento jurídico que la sustente. 
 
 

• FACTORES SALARIALES QUE INTEGRAN EL INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN – SENTENCIA DE 
UNIFICACIÓN DEL 25 DE ABRIL DE 2019 PROFERIDA POR EL CONSEJO DE ESTADO, NO 
CORESPONDEN A LOS SOLITADOS OR EL ACCIONANTE 

 
Mediante Sentencia de Unificación SUJ-014-CE-S2-19 del veinticinco (25) de abril de 2019, proferida 
dentro del radicado No. 68001-23-33-000-2015-00569-01(0935-17), de la Sección Segunda del 
Consejo de Estado, con ponencia del Doctor CÉSAR PALOMINO CORTÉS, dispuso que: 
 

“De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, son dos los regímenes prestacionales 
que regulan el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial. La aplicación de 
cada uno de estos regímenes está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio 
educativo oficial de cada docente, y se deben tener en cuenta las siguientes reglas:  
 

a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 
vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 
para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los factores que 
se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los respectivos 
aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir 
ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo. 
 

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pensional de 
prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos 
en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Los 
factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los previstos en el Decreto 
1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones”. 
 

Para el caso concreto debe precisarse que, de conformidad con la fecha de vinculación de la parte 
demandante, los factores a tener en cuenta al momento de determinar el Ingreso Base de 
Liquidación, son los contenidos en el artículo 1 de la Ley 62 de 1985, a saber: 
 

- asignación básica 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

- gastos de representación 
- primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación 
- dominicales y feriados 
- horas extras 
- bonificación por servicios prestados 
- y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio 

 
Ello siempre que, respecto de los mismos, se hubiesen hecho los respectivos aportes, tal y como se 
indicó por parte de la máxima corporación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
En suma, debe recordarse que los efectos de la sentencia de unificación son RETROSPECTIVOS, tal y 
como se plasmó: 
 

“En esta oportunidad y retomando lo indicado la Sala Plena de la Corporación, se acudirá al 
método de aplicación en forma retrospectiva del precedente, disponiendo para ello, que las 
reglas jurisprudenciales que se han fijado en este pronunciamiento se acojan de manera 
obligatoria en todos los casos pendientes de solución tanto en vía administrativa como en vía 
judicial a través de acciones ordinarias; salvo los casos en los que ha operado la cosa juzgada 
que, en virtud del principio de seguridad jurídica, resultan inmodificables”. 

 
Con todo lo anterior que plenamente soportado que la excepción está llamada a prosperar, y en tal 
sentido deben desecharse las pretensiones del Medio de Control por improcedentes. 
 
 
 

• IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS 
 

Debe precisarse que, conforme dispone el Código General del Proceso, aplicable por remisión 
expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo:  
 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos 
en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:  
[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación. […]” (Negrilla y subrayado fuera de texto original)  

 
Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en consecuencia solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se 
observa en el expediente del proceso recurrido.  
 
El Consejo de Estado ha señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, y en 
tal sentido se debe desvirtuar la buena fe de la entidad. 
 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

El Despacho se aparta de la pacífica jurisprudencia del Consejo de Estado, al señalar una imputación 
de condena en costas objetiva, sin tener presente que en la jurisdicción Contencioso Administrativa, 
como lo ha señalado la sección segunda en casos, se debe tener en cuenta la actuación de la parte 
que apodero, en la medida que siempre actuó de acuerdo con lo señalado por la ley 91 de 1989, 
reconociendo los factures salariales taxativamente consagrados.   
 
Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones 
económicas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de 
Estado:   
 

“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la Sección 
Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 188 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega al juez la 
facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos aspectos 
dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que principalmente 
aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido del artículo 365 del 
CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte quien resulte 
vencido para que le sean impuestas.  
En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de condenar en 
costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la 
jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de causación de expensas que 
justifiquen su imposición a la parte demandada”4.  
 

Es así como del pronunciamiento del Consejo de Estado, se demuestra que la condena en costas no 
es objetiva, sino que debe entonces el Juez tener en cuenta la buena fe de la entidad respecto a sus 
actuaciones procesales. Como se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS 
O FUNDAMENTO ALGUNO sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la entidad 
demandada NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – FOMAG, que desvirtúa la presunción de buena fe.   
 
Ante la falta del cumplimiento del requisito procesal para realizar la respectiva condena en costas, la 
misma no procede, quien ha actuado en el curso del proceso en buena fe conforme a la jurisprudencia 
y a los principios constitucionales. 
 
 

• PRESCRIPCION DE LA OBLIGACION  
 

Sin que se trate de reconocimiento alguno de las pretensiones del demandante, en caso de 
evidenciarse la configuración del fenómeno prescriptivo, solicito al Honorable Despacho, declare la 
existencia de la misma, con las consecuencias benéficas a las Entidades que represento, y, derivado 
de ello, la terminación del proceso.  
 

                                                            
4 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, C.P. Dra. 
SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, Rad. No. 66001-23-33-000-2014-00476-01(0674-16), Sentencia 00476 del 6 de 
abril de 2017. 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

 

• EXCEPCIÓN GENÉRICA 
 

Sea lo último indicar al Señor Juez, que con fundamento en lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 187 del C.P.A.C.A., y el artículo 282 del C.G.P. (aplicable por remisión expresa del artículo 306 
del C.P.A.C.A.), solicito al Despacho que, en caso de encontrarse probada cualquier otra excepción 
dentro del trámite del medio de control, se reconozca y declare en forma oficiosa. 
 

VI. PETICIONES 
 
Por lo expuesto, me permito solicitar la Juez de la causa:  
 
PRIMERO: Declarar probadas las excepciones propuestas por esta parte demandada.  
 
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, solicito al Despacho se sirva negar las 
pretensiones de la demanda en su totalidad, de conformidad con la amplia argumentación expuesta 
a lo largo del escrito de contestación. 
 
CUARTO: Se me reconozca personería jurídica para actuar dentro de la presente actuación.   
 

V. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Ley 91 de 1989, Acto Legislativo 01 de 2005, Articulo 48 Constitución Política de Colombia. 
 

VI. MEDIOS PROBATORIOS 
 
Solicito se tengan como pruebas, las aportadas en debido tiempo al plenario; y, adicionalmente: 
 
OFICIOS: 1. Sírvase oficiar a la Secretaria de Educación Departamental del valle del Cauca con la 
finalidad de remitir el expediente administrativo de la docente, en donde consta el trámite 
administrativo realizado.  

 
Estos medios de prueba resultan ser conducentes, al poseer la idoneidad para la acreditación de los 
referidos hechos, en consideración a que ni la ley sustantiva o adjetiva prevé algún tipo de requisito 
ab substantiam actus para la demostración de los mismos. 
 
Los medios probatorios son pertinentes, por cuanto guardan relación directa con el thema 
probandum, pues, están encaminados a demostrar supuestos fácticos que se debatirán al interior del 
proceso, esto es, la fecha de vinculación como docentes oficiales de los demandantes; así como que, 
éstos no son beneficiarios de la pensión gracia.  
 
Los medios probatorios son útiles, toda vez que se pretenden demostrar con ellos, hechos que no 
están acreditados aún en el proceso, no son notorios, no han sido debatidos en otro proceso, ni se 
presumen legalmente.  
 
 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

VII. ANEXOS 
 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 10-

03 Bogotá, y a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

notjudicial@fiduprevisora.com.co,  t_eorduz@fiduprevisora.com.co 

 

 

Del señor(a) Juez,  

 

 
___________________________ 

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 

CC. No. 53.008.202 de Bogotá 

T.P. No. 213.648 del C.S.J. 

 
 
Profesional IV – Zona 6 
Unidad Especial De Defensa Judicial FOMAG 
Vicepresidencia Jurídica 
Dirección: Calle 72 N° 10-03 
Teléfono:(571) 744 43 33 
Bogotá D.C. - Colombia 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
Elaboró: Paola Orduz / Aprobó: Maria Camila Petro 
 

 
 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. 
PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores 
financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de 
corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y 
propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del 
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. 
Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del 
App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
 

 



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 Nº  019757 

Señores  

JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE CALI 

 E. S.  D. 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 

RADICADO: 76001333301120220002600
DEMANDANTE:  ALCIRA ALVAREZ BENAVIDES
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 

Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

MARIA CAMILA PETRO BETIN
1066747798 DE PLANETA 

RICA, CÓRDOBA
299626 del C. S. de la J.

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Aceptó: 

 
 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

MARIA CAMILA PETRO BETIN
1066747798 DE PLANETA RICA, 

CÓRDOBA
299626 del C. S. de la J.

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.




































